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1. INTRODUCCIÓN 

Colombia tiene actualmente una política de Estado a favor 
de la promoción de la inversión extranjera directa; así lo ha dado 
a entender el propio Presidente de la República quien, por sólo 
mencionar un ejemplo, afirmó el pasado 25 de mayo de 2012 que 
"Colombia está abierta a la inversión [ ... ] Colombia es un país 
muy atractivo yeso significa que el dinero que aquí invierte se 
traduce en empleo en Colombia, en crecimiento económico, yeso 
es lo que queremos promover"l. La política del gobierno actual 
sigue en esta materia la línea de administraciones anteriores, que 
también se preocuparon por atraer inversionistas extranjeros al 
país. 

1. Presidencia de la RcpilblicD de Colombia · Sish.-m3 Inronnnlivo de) GobiL'mO, Nota de prensa, 25 de 
mayo de 2012. Disponible en Wcb. hnp:llwsp.prcsidcncia.gov.co/Prcnsal2012/Mayo/Paginnsl 
20 1 20525_02.asp" (Consulta: 15 de septiembre de 2012). 
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Entre los resultados normativos de esa política se destaca el 
Decreto 2080 del 18 de octubre de 2000, que contiene el régimen 
general de inversión de capital del exterior en Colombia y de ca­
pital colombiano en el exterior2.En el ámbito internacional, en los 
últimos años, el Estado colombiano ha celebrado múltiples trata­
dos bilaterales de inversión (en adelante TBI) y en capítulos de 
inversión de tratados de libre comercio (en adelante TLC), que 
usualmente otorgan a los inversionistas por ellos protegidos cier­
tas garantías bajo el derecho internacional, tales como el derecho 
a recibir un trato no menos favorable que el otorgado a inversio­
nistas nacionales (trato nacional) o provenientes de terceros paí­
ses (trato nación más favorecida), a recibir un trato justo y 
equitativo, y a ser indemnizados en caso de expropiación, entre 
otros. 

Además de estas disposiciones sustantivas, los instrumentos 
en mención suelen prever la posibilidad de resolver mediante ar­
bitraje internacional las controversias surgidas entre inversiOIús­
tas extranjeros protegidos y el Estado receptor de la inversión. 

Ahora bien, ¿qué tienen que ver estos arbitrajes, llamados "de 
inversión", con la Ley 1563 de 2012? La respuesta a este interro­
gante no resulta obvia. Más aún, muy seguramente algunos lec­
tores encontrarán extraño hallar un capítulo sobre arbitraje de 
inversión en un comentario al nuevo estatuto arbitral colombiano, 
ya que, por una parte, la Ley no trata expresamente la materia y, 
por otra, el arbitraje de inversión suele estar previsto como me­
canismo de resolución de disputas en los TBI y en TLC. 

Para entender por qué la Ley 1563 de 2012 puede ser aplica­
ble a ciertos arbitrajes de inversión, es necesario establecer la di­
ferencia conceptual entre el arbitraje comercial internacional y el 
arbitraje de inversión (11), para analizar el campo de aplicación 
de la sección de arbitraje internacional de la Ley 1563 de 2012 (I1I). 

2. Véase: Decreto 2080 del 18 de octubre del 2000. 
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1.1 Una distinción fundamental: el arbitraje internacional 
de inversión y el arbitraje comercial internacional 

El arbitraje internacional es un género que comprende espe­
cies que no siempre resultan fáciles de distinguir. Dos de ellas, 
que corresponden al objeto de estudio del presente trabajo, son 
el arbitraje de inversión y el arbitraje comercial internacional. Uno 
y otros son arbitrajes internacionales, pero son especies diferentes. 
La distinción entre ambos tipos de arbitraje puede trazarse a par­
tir de cinco criterios fundamentales, a saber: la manifestación del 
consentimiento para acudir a arbitraje (2.1); las partes en el pro­
ceso (2.2); el objeto de la controversia (2.3); el derecho aplicable 
(2.4); y el procedimiento arbitral (2.5). 

1.2 La manifestación del consentimiento para 
acudir a arbitraje 

Tanto el arbitraje comercial internacional como el arbitraje de 
inversión encuentran su fundamento en el consentimiento mani­
festado por las partes para acudir a arbitraje3• La presente sección 
se concentrará en la formación del acuerdo de arbitraje en tratán­
dose de arbitrajes de inversión. La manifestación del consenti­
miento para acudir a arbitraje de inversión se puede materializar 
a través de distintos medios, siendo los principales: un acuerdo 
directo entre el Estado receptor de la inversión y el inversionista 
(2.1.1), una oferta de arbitraje formulada en la legislación nacional 
(2.1.2) o un tratado internacional (2.1.3)4. 

3. Véase: OoLZER. RUOOlF & SCI1R[l,[K, Christoph, Principies ojllflcrlloliol/ullll\'C.fIlIlCItl ÚJn, Oxford 
Univcrsity Prcss, 2008, p. 2)8. 

4 Véase: PAULSSON. Jan. "Arbitrntion without Privity", en ICSID RCl';ew, No. lO, 1999, pp. 232·234; 
Schreucr, Christoph. Tite ICSID Cmn'clfI;oll: A Commelllary. Cambridge Universily Press. 2001, pp. 
19)-224. 
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1.2.1 ACllerdo directo elltre el Estado receptor de la inversión 
y el inversionista 

Al igual que en el arbitraje comercial internacional, en el ar­
bitraje de inversión el consentimiento de las partes para acudir a 
arbitraje se puede encontrar en una cláusula compromisoria o en 
un compromiso. En efecto, en los denominados acuerdos o con­
tratos de inversión, celebrados entre el Estado receptor de la in­
versión y un inversionista extranjero, las partes pueden incluir 
una estipulación contractual por la cual someten a arbitraje las 
diferencias que en relación con la inversión pudieren suscitarse 
entre ellas en el futuro. De igual manera, el acuerdo directo para 
llevar a arbitraje una controversia de inversión podría tomar la 
forma de un compromiso, celebrado después del surgimiento de 
la controversias. En cualquier caso, en la práctica, los acuerdos di­
rectos de arbitraje de inversión suelen tomar la forma de una cláu­
sula compromisoria inserta en un contrato de inversión". Sobre 
esta forma de manifestar el consentimiento es preciso hacer tres 
observaciones. 

Primero, se debe resaltar que el acuerdo directo de inversión 
no necesariamente tiene que estar plasmado en un único instru­
mento. Piénsese, por ejemplo, en una oferta de inversión de un 

S. Véase: DOLZER, RUDOLf & SCIIREUER. Cltristoph. PrincipIes ofbtternationalllJl'c:,ttn"!IIt Lall', Oxford 
Univcrsity Press, 2008, p. 239. 

6. r~r.I ~1,,'lJnos ejemplos de arbilrajes en que la jurisdicción dcllribunal estab:l fundada en un paCIO ar­
bitral inserto en un contrato de inversión, véase: Adria"o Gun/ella c. lI·ory· Co(Ut. Laudo, Caso CIADI 
No. ARB 74/1. 29 de agoslo de 1977; Kaiser Ba/uile c. Jamaica, Occisión de jurisdicción y compe­
tencia, Caso CIADl No. ARBI74/3, S de julio de 1975; AGJP S.p,A . c. República Popular del COligO, 
Laudo, Caso CIADI No. ARBn7/ I, 30 de noviembre de 1919; S.A,R.L Benw!1J/II; & Bonfam c. Rep,í­
hlica Pop"lar del ConglJ, Laudo, Caso ClADI No. AR017712. 8 de julio de 1980; Amm Asia Carpo C. 

J"dcmes;a, Occisión sobrcjurisdicción, Caso CIAD! No. ARB/81/I, 2S de septiembre de 1983; KJ,'ick­
I/er Jlldllstrie-Alllagell GmhH el. al. c. Camen;" & Snciélé Camcrolllraise de:; Eugra;:;, Laudo, Caso 
CIADl No. ARB/81/2, 21 de octubre de 1983; Sociéll] Ol/es Africa/lli! des BélOIlS IlIdwilriels c. Se/lcgal, 
Laudo, Caso CIAD! No. ARBI821I , 2S de febrero d<: 1988; LiberÍ(m Easl 7imbcr C"rp. c. Lilll!ria. 
Laudo, Caso CIADI No. ARB/83/2, 31 de marzo de 1986: AI/antic TrÍ/on Cl1mpan)' Lid. c. Guinea, 
Laudo, Caso CIADI No. ARB/84/I, 21 de abril de 1986; ''Úcellm Salt Prodllet.t LId. e, Gllana, Laudo, 
Caso C1ADI No. ARB/92/1, 16 de febrero de 1994; Mohil Di! Cor". et. al. c. NIli!)'Q Zelanda, Caso 
CIADI No. ARB/87/2, caso presentado el 1 S de abril de 1987; Hf)/iday JIIIU S.A. el. áJ. c. Marnlecos, 
Caso CIADI No. ARBI7211, caso presentado el 13 de enero de 1972. Sobre este ultimo caso, véase: 
Lalive, Ilierre, "Thc First 'Workl Bank' Arbilration" , en British lear Book 01lntemal;mwl Lall', No. 
51,1980, pp. 123-162. Los casos listados fueron tomados de: Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Comercio y Desarrollo, Dispute SeUlcmcnt, Intemalional Centre for Scttlemenl of 1nvcstment 
Disputes. 2.3 Consent lO Arbitration, UNCTAD/EDM/Misc.232/Add.2, p. 7. 
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inversionista extranjero que es aceptada por la autoridad compe­
tente en el Estado receptor de la inversión, como ocurrió en el 
caso en Amco c. IlIdollesia7• Asimismo, un acuerdo directo para ar­
bitrar diferencias de inversión podría formarse si las partes hacen 
referencia a otro instrumento que contenga una disposición rela­
tiva a arbitraje de inversión8• 

Segundo, la redacción de un pacto arbitral nunca es tarea 
fácil. Tratándose de pactos para arbitraje de inversión, habría una 
dificultad adicional, consistente en establecer cuándo es posible 
celebrar tal acuerdo. En efecto, la mera calificación que las partes 
en un contrato comercial hagan de un arbitraje como "de inver­
sión" no lo toma tal ni les permite a los contratantes señalar que 
el procedimiento se regirá por un reglamento diseñado exclusi­
vamente para ese tipo de arbitrajes. Cuando sea posible pactar 
arbitraje de inversión, sería recomendable utilizar como guía las 
cláusulas modelo preparadas por el Centro Internacional de Arre­
glo de Diferencias Relativas a Inversiones (en adelante, CIADI)". 

Tercero, es esencial que en cualquier tipo de acuerdo directo, 
el alcance del consentimiento y la delimitación de las disputas 
que las partes someten a arbitraje queden debidamente definidos. 
En la práctica, las operaciones de inversión extranjera pueden in­
volucrar complejas estructuras que con frecuencia se materializan 
a través de varios contratos. Para citar un ejemplo, si sólo alguno 
o algunos de dichos contratos contienen acuerdos de arbitraje, 
podrían surgir dudas respecto del alcance del consentimiento y 
la posibilidad de llevar a arbitraje una disputa relacionada con la 
operación de inversión en su totalidad JO• 

1. VCasc: AmcoAsia Carpo c. Indonesia. Decisión sobre jurisdicción. Caso CIADI No. ARB/SIJI. 2S de 
scptiembre de 1983. 

H. Véase. eSOB c. Slol'ukla, Decisión de Jurisdicción. Caso CIADI No. ARBJ97/4. 24 de mayo de 1999. 
9. Véase. Centro Internacional de Arreglo de Direrencias Relativas a Inversiones,lCSID Model CIUII.fC.f 

Doc. leSIDISIRe,', 2 de rebrero de 1993, en ICSID Rc,'icU'. No. 8.1, 1993. pp 134-1 S 1-
ID. Al respecto. véase; D"kc EHcrg)' ¡lflenralimlal Pe", Im-c.rtments No. I LId c, Pcní, Laudo, Cnso CIADI 

No. ARB/03128. 18 de agosto de 2008: eSOB e Slmukia, Decisión de JurisdiccIón, Caso CIAOI No, 
ARB/9714, 24 de mayo de 1999; Dolzer, Rudolr & Schreuer, Christoph, Prillciples (Jllllten/oliO/",1 
bn'e."llm!1It Lol\', Oxrord University Prcss. 2008, pp. 239-240. 
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1.2.2 Oferta de arbitraje formlllada en la legislación nacional 

Los Estados receptores de inversión pueden efectuar ofertas 
de arbitraje de inversión a inversionistas extranjeros mediante su 
legislación nacional. Evidentemente, no cualquier referencia a ar­
bitraje de inversión en leyes nacionales constituye una manifes­
tación del consentimiento del Estado para arbitrar. Se debe 
estudiar cada caso en concreto para determinar si en efecto se está 
ante una oferta de arbitraje. 

La oferta de arbitraje para los inversionistas extranjeros 
puede ser unívoca. Un ejemplo de este tipo de oferta se encuentra 
en el artículo 8(2) de la Ley 7764 de 1993 de Albania, bajo la cual: 
el inversionista extranjero puede someter la disputa, y la Repú­
blica de Albania consiente a ello, al Centro Internacional de Arre­
glo de Diferencias Relativas a Inversionesll . La Ley citada sirvió 
de fundamento para que un tribunal CIADI se declarara compe­
tente para conocer del caso Tradex Hellas c. Albanial2• También po­
dría haber una oferta menos explícita, que aún así constituya una 
manifestación del consentimiento del Estado. Un ejemplo ilustra­
tivo se encuentra en el Código de Inversión de Camerún de 1990, 
cuyo artículo 45(1) establece que los inversionistas extranjeros 
tendrán derecho a solicitar que la disputa sea resuelta, entre otras 
opciones, mediante arbitraje de inversión CIADp3. 

Las legislaciones nacionales a veces hacen referencia al ar­
bitraje de inversión, pero son claras en que esa mención no pre­
tende constituir una manifestación del consentimiento del Estado. 
Un ejemplo de lo anterior sería el caso de una disposición que es­
tablezca que las partes "podrán acordar" que sus disputas relati­
vas a la inversión se resolverán mediante arbitrajel4• En otros 

11. lcy No. 7763 (Albania), 1993, El tc:\to citado cs una traducción librc realizada n f'lartirdcl tc:\to cn in· 
glés dc la ley, que a su tumo se encuentra cn la decisión labre jurisdicción del enso CIADI Tratlcx He­
lios c. Albania. Vénse: Tratlc.'C Hclltu c. ,llban;Il, Decisión sobre jurisdicción. Cnso CIAD! No, 
ARB/94/2, 24 dc diciembre de 1996. 

12. Véase: TruJa /{ella.r c. Albania, Decisión sobre jurisdicción. Caso CIADI No. ARB.f94 f2, 24 de di~ 
cicmbre de 1996. 

13. Véase: Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comerc io y Dcs;:arrollo, Dirpllle Seulemenl. ¡nler, 
,wlionu/ Cenlre fiJr SeU/eme,,1 (1 hu'crl""'1I1 Di.rpulcr. ] ,3 CtJll fe", lo Arbitrulicm. 
UNcrAD/EDMlMisc,23:?:/Add.2. p, 11. Im'e.flmem LCIII'. Oxford Univcrsity Prcss. 2008, pp. 239·240. 
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casos puede haber ambigüedades que den lugar a una controver­
sia sobre el particular. Esta última situación se presentó en el caso 
Spp c. Egipto, en que el demandante alegó que el artículo 8° de la 
Ley 43 de 1974 (de Egipto) constituía una oferta de arbitraje y el 
Estado demandado negó haber prestado su consentimiento para 
arbitrar mediante dicha disposiciónl5, y, más recientemente, en 
los arbitrajes que debatieron los efectos del artículo 22 del Decreto 
365 de octubre de 1999 del Presidente de la República Bolivariana 
de Venezuelal6. 

Para concluir, se debe resaltar que una disposición legislativa 
mediante la cual se plasme la voluntad de arbitrar, no es más que 
una oferta del Estado al inversionista extranjero; el pacto arbitral 
únicamente se forma en el momento en que la oferta es aceptada 
por el inversionista. Por lo general, se reconoce que el inversio­
nista acepta la oferta del Estado al iniciar un arbitrajel7. 

1.2.3 Tratados ¡IIternacíollalesl8 

Al igual que mediante ofertas contempladas en legislaciones 
nacionales, un Estado puede prestar su consentimiento para ar­
bitrar diferencias relativas a inversiones mediante una oferta in­
serta en un tratado internacional. Es de notar que el tratado en sí 
no contiene el pacto arbitral, sino una oferta de cada Estado sig­
natario a los inversionistas protegidos por el tratado. Así, no es 

14. Vease: SCIIRI!Ur:R. Christoph. rile ICSID COII\·elllion. A Commcntar)', Cambridge University Prcss. 
2009, pp. 200·202; SCIlRr:UER. Christoph. "Consent toArbitration", en Muchlinski, Peter; ORTINO, Fe· 
derico & SCIIREUI:R Christoph (Eds.), rile OxforcJ HUlIJhook ofltllcnrariollalllll'Cstnu:llt Law, Oxford 
University Prcss. 2008, Capitulo 21, § 2. Disponible en Wcb: hup:flicsid .worldbank org/lCSIO.lFront· 
Servlet'!rcqucstTypc-CasesRH&action VDI"showDoc&docld- DC I S 1 0_ En&cascld"'C2S6 (Consulta 
I S de septiembre de 20(2). 

IS. Vease: Solllllcrn Pacijic PlVpertic.s (MiJdle East) LId. C. Egipto, Laudo, Caso CIADI No. ARB/8413, 
20 de mayo de J 983. 

16. Vease: Afobil Corporalicm, Vcne:llcla Holdillgs, B. V. el. á/. c. Bolirarian Rt'p"blic o/ VCllc=lIcla. Oc­
cisión sobre jurisdicción, Caso CIADI No. ARB/07/27 de junio 10 de 2012. CEMEX Caracas bu·cs· 
lmellls B. J-': amJ CEMEXCaracas Itn'cslmcnts 11 B. V. c. Bolirariml Repllblic ofl-éllc=ltcla, Caso CIADI 
No. ARB/08/IS, Decisión sobre jurisdicción de diciembre 30 dcl2010. 

17. Vease: Traclcx lIelldO¡ C. Alballia. Decisión sobre jurisdicción. Caso CIAOI No. ARB/94/2, 24 de di· 
cicmbre de 1996; Schreuer, Christoph. n/e ICSID COIlI'cnlion. A Commenta')'. Cambridge Univcrsity 
Press, 2009. pp. 202-20S. 

18. Por tratados internacionales, se hoce referencia tanto a instrumentos biJuternles como muhilaternles 
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sino hasta que el inversionista -nacional de uno de los Estados 
signatarios del tratado, distinto al Estado receptor de la inver­
sión- acepta la oferta, que se forma el acuerdo de las partes para 
arbitrar. 

Un gran número de arbitrajes de inversión encuentran su 
fundamento en tratados internacionales que, con notoria frecuen­
cia, contienen ofertas de arbitraje19• Un ejemplo de una oferta de 
arbitraje contenida en un tratado internacional es el artículo 11 
del Convenio entre la República de Colombia y la Confederación 
Suiza sobre la Promoción y la Protección Recíproca de Inversio­
nes, que dice: 

(1) Si un inversiOl!Ísta de IlIla Parte considera que alglma medida 
aplicada por la otra Parte es incollsistente con una obligación de este 
Acuerdo, y esto causa alglíll dmio o pérdida a él o a su inversión, él 
podrá solicitar cOllsultas con miras a que se pueda resolver el asunto 
amigablemente. 
(2) Cualquier asunto que no haya sido resuelto dentro de un período 
de seis meses desde la fecha de la solicitud escrita para cOllsultas, 
podrá ser remitido a las cortes o tribullales administrativos de la Parte 
concerniente o al arbitraje illternacional. En el último caso, el illver­
sionista tendrá la opción de escoger elltre alguno de los siguientes: 
(a) El Celltro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a 
Inversiones (CIADI), establecido por el ConvCl1io sobre Arreglo de 
Diferencias, Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de 
otros Estados, abierto para firma en Was/lington, el lB de marzo de 
1965 ("COIlvellio de Was/rington"); y 
(b) Un triblmal ad-/roc que, a menos de 11/1 acuerdo distinto entre 
las partes de la disputa, deberá establecerse bajo el Reglamento de 
Arbitraje de la Comisión de las Naciolles Unidas para el Derec/ro 
Mercantil Internacional (CNUDMI). 
(3) Cada Parte da su consentimiento incondicional e irrevocable­
mente al sometimiento de una disputa de inversión a 1m arbitraje 
internacional, de acuerdo al párrafo 2 anterior ... 20. 

19, Para ulGunos ejemplos, véase: Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo, Dis· 
pille Seu/eme",. JI/lema/itmal Ctm/reforSeu/emell' a//III'(.ftmcm/ Disputes, 2.3 COlI.fellt 10 Arbitra/ioll, 
UNCTADIEDMlMisc.2321Add.2. p. 17. 

20 Convenio enlre la República de Colombia y la Confederación Suiw sobre lo Promoción y la Protección 
Recíproca de Inversiones, 11 de mayo de 2006, articulo I L 
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Por otra parte, en línea con el razonamiento expuesto supra, 
es muy importante resaltar que no toda referencia en un tratado 
internacional a arbitraje de inversión constituye una oferta de ar­
bitraje de parte de los Estados signatarios. El alcance del consen­
timiento de los estados puede variar considerablemente de un 
tratado a otro. Así, el texto de cada tratado se debe analizar con 
cuidado con el fin de determinar si en efecto contiene una oferta 
de arbitraje para inversionistas extranjeros que se encuentren cu­
biertos por el tratado y, de ser el caso, el alcance de dicho consen­
timient021 • 

Al igual que con las ofertas contenidas en legislaciones na­
cionales, por lo general se reconoce que el inversionista acepta la 
oferta del Estado al iniciar un arbitraje; sin embargo, el inversio­
nista también podría aceptar la oferta con anterioridad a que se 
dé inició al arbitrajell. 

2.2 Las partes en el proceso 

Mientras que en los arbitrajes comerciales internacionales los 
demandantes y demandados suelen coincidir con las partes en 
un contrato, sin tener otras características con fundamento en las 
cuales puedan trazarse distinciones generales respecto de otros 
procesos, en el arbitraje de inversión el demandante es típica­
mente un inversionista extranjero (2.2.1) y el demandado es en 
principio el Estado receptor de la inversión (2.2.2)23. 

2.2.1 IlIversiollista extra lije ro 

En relación con el demandante en un arbitraje de inversión, 
debe comenzarse por reconocer que no existe una definición uní-

21. Para un estudio detallado sobre este particular, véase: DOUGI.AS. Zachary. Tlle ¡IIterllQliollal Lall' 01 
IIl\'estmellt Claims, Cambridge Universily Prcss, 2009, pp. 234 Y ss. 

22. Véase: SCIIREUER, Christoph. n.e ICSID COII\'etJliOl', A CammetJlary, Cambridge University Prcss, 
2009. pp. 211·214. 

23. DOLZER. RUDOLF & SCIIREUER. Christoph, PrincipIes ollntemaliollal bll'estmelll Law, Oxford Uni­
vcrsity Prcss, 2008, p, 233, 
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voca de inversionista extranjero. El significado del concepto varía 
según el instrumento del que se derive la jurisdicción del tribunal. 

Cuando dicho instrumento es un TBI o un capítulo de inver­
sión de un TLC, generalmente se exige que el inversionista sea 
nacional de uno de los Estados contratantes. Por ejemplo, el Ca­
pítulo X del TLC Colombia-Estados Unidos dispone en su artí­
culo 10.28: 

[IJnversionista de una Parte significa una parte o una empresa del 
Estado de la misma, o un nacional o empresa de la Parte, que intenta 
realizar, a través de acciones concretas, está realizando o ha realizado 
una inversión en el territorio de otra Parte; considerando, sin em­
bargo, que una persona natural que tiene doble nacionalidad se con­
siderará exclusivamente un nacional del Estado de su nacionalidad 
dominante y efectiva24• 

En tratándose de leyes de protección de inversiones, gene­
ralmente se utiliza una terminología más amplia, que no limita el 
concepto de inversionista extranjero a aquellos que provienen de 
un Estado determinado. Por ejemplo, en Albania, la Ley No. 7764 
de 1993 disponía: 

2. Inversionista extranjero significa: a) cualquier persona natural 
que sea ciudadana de un país extranjero, o b) cualquier persona na­
tural que sea ciudadana de la República de Albania y tenga su do­
micilio permanente en un país extranjero, o c) cualquier persona 
jurídica que haya sido incorporada o constituida bajo las leyes de un 
país extranjero que directa o indirectamente busque realizar o esté 
realizando una inversióll ell el territorio de la República de Albania 
bajo sus leyes o haya realizado ulla inversióll bajo las leyes vigentes 
en el período de tiempo corrido del 31 de julio de 1990 ell adelallte2S. 

24, Trotado de Libre Comercio Colombia-Estados Unidos, 22 de noviembre de 2006, capítulo lO, articulo 
10,28, 

25. ley No. 7763 (Albania), 1993. El teltto citado es una traducción libre realizada a partir del tCltto cn in­
gles de la ley, que a su tumo se encuentra en la decisión sobre jurisdicción del caso CIAOI TraJe .. He­
lIa.f c. Albania. Vease: TraJe .. Hellas e, Alballia, Decisión sobre jurisdicción, Caso CIAOI No. 
ARB/94/2, 24 de diciembre de 1996, 
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Finalmente, cuando el consentimiento para acudir a arbitraje 
se ha manifestado en un contrato de inversión, el inversionista 
extranjero será en principio quien contrata con el Estado receptor 
de la inversión; así pues, se tratará de un sujeto claramente defi­
nido, de manera similar a como ocurriría en un pacto arbitral de 
carácter inserto en un contrato comerciaF6. 

2.2.2 Estado 

Como se señaló en los párrafos anteriores, el demandado en 
un arbitraje de inversión suele ser el Estado receptor de la inver­
sión; sin embargo, también puede darse el caso de arbitrajes de 
inversión en que se demande a algunos organismos públicos de 
dicho Estado. 

Por ejemplo, el artículo 25 de la Convención de Washington 
de 1965 utiliza las expresiones" ... Estado Contratante (o cual­
quiera subdivisión política u organismo público de un Estado 
Contratante acreditados ante el Centro por dicho Estado )''27. Esta 
disposición fue objeto de controversia en el conocido caso Cable 
Televisión c. San Cristóbal y Nieves, en que el demandante había 
celebrado un contrato de inversión con la Administración de la 
Isla de Nieves (en adelante, AIN) que contenía un pacto para ar­
bitraje CIADI. El tribunal halló que la AIN era una subdivisión 
política de San Cristóbal y Nieves, país que a su tumo era parte 
de la Convención de Washington. Sin embargo, dado que la AIN 
no había sido acreditada por el Estado ante el CIADI, los árbitros 
se declararon faltos de jurisdicción28• Qtro ejemplo se encuentra 
en Noble Energy c. Ecuador, en que un tribunal CIADI afirmó: 
"Ecuador acreditó a Conelec ante el Centro el 21 de agosto de 
2002 para los efectos del artículo 25 del Convenio CIADI y Cone-

26. Respecto de los llamados conlralos de im-crsiáll, véase: BIsllor. Doak: CRAWFORD, James & REISMAN , 

W. Michnel. Fon:igll 1""cslmclII DÜplltcs. Case.f, Malerials ",Id Commclllary, Kluwer law Interna­
tional, 2005, Pf'I. 216-313. 

27. Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas.a Inversiones entre Estados y Nocionales de Otros 
Estados, 18 de marzo de 1965. articulo 25.1. 

28. Veasc: Cable Tc/e'·;.f;ón c. San Cristóbal J' Nh·\·c.r. Laudo, Caso CIADI No. ARBJ95/2. 13 de cncrodc 
1997. 
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lec debe entonces considerarse como un organismo público de la 
República del Ecuador"29. 

Estos ejemplos bastan para mostrar que, si bien el deman­
dado en un arbitraje de inversión en principio es el Estado, tam­
bién pueden demandarse algunos órganos del Estado o 
subdivisiones políticas del mismo, bajo ciertas circunstancias. 

Finalmente, vale la pena resaltar que, aunque generalmente 
el inversionista es el demandante en el arbitraje de inversión, 
siendo el Estado receptor de la inversión el demandado, en algunos 
casos se ha discutido si el Estado podría presentar una demanda 
de reconvención contra el inversionista. En ciertas decisiones se 
ha respondido dicho interrogante afirmativamente30• 

2.3 Objeto de la controversia 

En un arbitraje comercial internacional, la controversia que 
debe resolver el tribunal generalmente está relacionada con una 
relación jurídica de derecho privado, sin perjuicio de que pueda 
haber arbitrajes comerciales sobre, por ejemplo, contratos estata­
les. En el arbitraje de inversión, la controversia concierne una in­
versión e involucra el ejercicio del poder de imperio del Estado. 
Sin embargo, el objeto de la controversia depende sobremanera 
del instrumento que sirva como fuente de jurisdicción al tribunal, 
por dos razones. 

Primero, ese instrumento es el que define qué se entiende por 
inversión. Por ejemplo, el TLC entre Colombia y los Estados Uni­
dos dispone: 

29. Noble E"erg) &: Machala POlI'er Cia. Llda. c. Ecuador & Cml.fejo Nudtlllul de Electricidad. Decisión 
sobre Jurisdicción. Caso CIAD! No. ARB/OSII2. S de marlo de 2008, ~ 63. 

30. Sobre la posibilidad de que el Estado presente una demanda reconvencionol contra el inversionista, 
véase: Spyridoll ROItssa/ü c. Rumania, Laudo, Caso CIADI No. ARB/06/1. 7 de diciembre de 2011; 
Stl/uka c. Repúhlica Checa, Decisión de jurisdicción sobre la demnnda rcconvcncional de la República 
Checa, Caso CNUDMI. 7 de mayo de 2004; ..l/ex Genill, Euslem CreJ¡, Limilcú. fllc. & A.S. Ba/foil 
e Er/ml¡u, Laudo. Coso CIADI No. ARBJ99/2. 2S dejunio de 2001 ; Marilimc fnlcrtluliollul Nmll¡flcc.f 
Eslahlisllment C. Guinea, Laudo. Caso CIAD! No. ARB/R4/4. 6 de enero de 1988; Alfalll;r Tnlr)IJ c. 
Grlim:a, Laudo. Caso CIADI No. ARB/R4/1. 21 de abril de 1986. 
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u[i]nversión significa todo activo de propiedad de IIn inversionista 
o controlado por el mismo, directa o indirectamente, qlle tenga las 
características de IIna inversión, inclllyendo características tales 
como el compromiso de capitales y otros recursos, la expectativa de 
obtener ganancias o lltilidades, o la aSllnción de riesgo U3

!. 

Otros instrumentos, como el TLC entre Colombia y Canadá, 
traen un listado de aquello que se considera una inversión, así 
como una lista de lo que no se entiende comprendido dentro del 
concepto de inversión32• Así pues, la definición de inversión varía 
según el tratado, la ley de inversión extranjera o el contrato de in­
versión aplicable. 

Segundo, la relación que debe tener la controversia con la in­
versión es determinada de manera diferente en cada instrumento. 
En relación con este punto, la doctrina ha identificado cuatro ca­
tegorías. La primera agrupa los instrumentos que se refieren a 
"todas" o "cualquiera" de las controversias relacionadas con una 
inversión; la segunda incluye aquellos que aluden a controversias 
que surjan de o se relacionen con una autorización de inversión, 
un acuerdo de inversión o la supuesta violación de cualquier de­
recho conferido, creado o reconocido por el instrumento en rela­
ción con una inversión cubierta; el tercer grupo restringe el objeto 
del arbitraje a violaciones del instrumento que contiene la mani­
festación de voluntad del Estado (v.gr., el TBI); finalmente, el 
cuarto grupo limita el objeto del arbitraje a controversias acerca 
del quantu17l a pagar en caso de una expropiación ilícita33• 

Así pues, el objeto de la controversia en los arbitrajes de in­
versión concierne una inversión; en los arbitrajes comerciales, el 
objeto del proceso varía significativamente de un arbitraje a otro. 

31. Tratado de Libre Comercio Colombia-Esl<ldos Unidos, 22 de noviembre de 2006, cDpitulo 10, artículo 
10.28. 

32. Véase: Tmtado de Libre Comercio Colombia-Canadá, 21 de noviembre de 2008, capitulo VIII, articulo 
838. 

33. Véase . OoUGLAS, ZnchDry, TIte IlItcrnalional LtlIl"(ijlm·cslmcnt C/aim.v, Cambridge University JlrtSS, 

2009. p. 234. 
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2.4 Derecho aplicable 

La ley sustantiva que aplica un tribunal comercial interna­
cional es, en principio, la acordada por las partes. Ese derecho co­
rresponderá típicamente a un sistema jurídico nacional, si bien es 
posible acordar válidamente la aplicación de un cuerpo de reglas 
de origen no nacional (v.gr., los principios Unidroit). En ese sen­
tido, la Ley 1563 de 2012 dispone: "El tribunal decidirá de con­
formidad con las normas de derecho elegidas por las partes"34. 
La expresión normas de derecho, tomada del artículo 28 de la Ley 
Modelo de la CNUDMI, implica que las partes pueden escoger el 
ordenamiento jurídico de un Estado como ley aplicable, pero tam­
bién normas ajenas a toda legislación estata]35. 

En el arbitraje de inversión el derecho aplicable es general­
mente el derecho internacional público; decimos generalmente, por­
que en ciertos casos puede ser aplicable un derecho nacional o un 
cuerpo de normas de origen no estatal, bien sea de manera exclu­
siva o conjuntamente con el derecho internacional público36• 

En ese orden de ideas se ha expresado que: 

ÚlS inversiones extranjeras se encuentran reguladas por reglas tanto 
illternaciollales como lIaciollales. Existe UII cuerpo considerable de 
derecho illternacional sustantivo que protege a los inversionistas ex­
trmljeros. Este [derecho ellcuentra su fuente en] tratados, [y está] 
contenido principalmente en TBEs, pero también en tratados multi­
laterales como el TLCAN o la Carta de la Energía. Pero tambiéll hay 
una buella porción de derecho consuetudinario que cOllserva rele­
vancia. Este derecho illternacional consuetudillario i,¡clllye varios 
aspectos de respollsabilidad del Estado y aSllntos tales como dene-

34. Ley 1563 de 2012, 12 de julio de 2012, articulo 101. 
35. Véase; BORN, Gary. ¡mcmtlliollaJ Comlllerdal Arbitra/ion, Países BDjOS, Wolters Kluwcr, 2009, p. 

2228. 
36. Véase; DOUGlAS, Zachary, r/¡c ¡ntemat;rmaJ La\\" oflm'cs/mclll CJainls, Cambridge University Prcss, 

2009, pp. 404 125; DOLZER, RUDOLF & SCIIREUER. Chrisloph. Principies of¡"'cmatiollal Im'cstmelll 
Lal\', Oxforu Universíly Prcss, 2008, pp. 265~271. En relución con la ley aplicDble en arbitrajes CIADI, 
véase: SCIIREUER. Chrisloph, TlJe ICSID Cmmmtirm. A COn/n/clltar)'. CDmbridgc University Prcss. 
2009. pp. 545-639. Rcspecto de lo ley aplicable a conlralos de inversión, Vé3SC; DoUER. RUDOLF & 
ScIlREUER, Chrisloph, Pn'lIciples (Ifllltcnwtiol/ul In\'eSfmellt LulI', Oxford University Prcss, 2008, pp. 
73·74. 
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gación de justicia, el derecho relativo a las expropiaciones y reglas 
respecto de la nacionalidad de individuos y compmiías. Sin embargo, 
los inversionistas también está" sujetos al derecho doméstico del Es­
tado receptor. Hay legislación relevante como derecho comercial, de­
ree/1O societario, derecho admi,ústrntivo, derecho laboral, derecho 
tributario, regulaciones cambiarias, derecho inmobiliario, y otras 
muchas áreas del sistema jurídico del Estado receptor [ ... ]37. 

Dicho lo anterior, es posible concluir que, cuando un tribunal 
arbitral internacional decide una controversia de conformidad 
con el derecho internacional público, en principio se tratará de 
un arbitraje de inversión. Sin embargo, la ley aplicable en un ar­
bitraje de inversión puede ser diferente al derecho internacional 
público. 

2.5 El procedimiento arbitral 

El procedimiento en un arbitraje comercial internacional y en 
uno de inversión no es necesariamente diferente38• De hecho, un 
arbitraje de inversión puede llevarse bajo reglamentos como el de 
la CNUDMI, el de la Corte Internacional de Arbitraje de Londres 
(en adelante, LClA), o el de la Cámara de Comercio Internacional 
(en adelante, CCI), por solo mencionar algunos ejemplos. En ese 
sentido, el artículo IX del TBI Colombia-Reino Unido dispone: 

[ ... J El inversionista y la parte contratante partes de la controversia 
podrán acordar referir la controversia a alguno de los siguientes: 

37. Tr:uJucción libre. El lexto original en inglés dice: "[f]oreign invCSlmcnts are rcgulalcd by inlcmalionnl 
as well as nnlional rules. Thcre is a considerable body ofsubstantive inlcrnotionallaw prolccling roreign 
investors. It consists of trealy law. contained mostly in BITs, bul also multilateral trcaties such as 
NAFTA ond the Encrgy Chnrter Trcaty. But there is also ti good denl of customary intemationallaw 
that rcmnins relevant. This customnry intemationallaw ¡ndudes various OSpeCIS ofslate responsibility 
and such issues as deninl of justiee, the law on expropriution and rules relating lo the nationality of in­
dividuals and corporations. But inveslors are also subjeCl to Ihe host slale's domeslie law. There is re · 
levant legislation like eommerciallllw, company law, adminislrative law, labour law, tax Inw, foreign 
exchnnge regulations, real cslale law, and many other arcas oflhe host slalc's legal system", DOLZ(R, 
RUOOLF & SCIIREUER, Chrisloph. PrincipIes cl/h'lernariullallm'eslmellt Law, Oxford Univcrsily Prcss, 
2008, p. 265. 

38. Sin embargo, el proccdimienlo en un arbitraje inlemacional -comercial o de invcrsión- si suele ser 
muy distinlo del que se siguc en los proccsos judiciales y en el arbitraje doméstico. Véase: Blsltor, 
Doak; CRAWFORO, James & REISMAN, W. Michacl, FfJfl?igll hll'CSlmellt Disputes. CaJe.f, Materials alld 
COllllllclltur)', Kluwcr Law Inlemntional, 2005, p. 16, 
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(a) El Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a 
Inversiones (teniendo en cllenta las disposiciones aplicables del 
Convenio sobre el arreglo de diferencias relativas a inversiones 
entre Estados y Nacionales de Otros Estados, abierto a la firma 
en Washington, D.e. el lB de marzo de 1965 y el Mecanismo 
Complementario para la Administración de Procedimientos de 
Conciliación, Arbitraje y Comprobación de hechos); 

(b) [¡¡ Corte de Arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional; 
(c) Un árbitro internacional o tribllnal de arbitraje ad flOC que será 

designado por un acuerdo especial o establecido de conformidad 
con las Reglas de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Uni­
das para el Derecho Mercantil Internacional; o 

(d) Un tribllnal conformado de acuerdo con las Reglas de Arbitraje 
de la institllción de arbitraje de la Parte Contratante en cuyo te­
rritorio se realizó la inversión, seglÍn lo especificado en el Anexo 
1 de este Acuerd039• 

A pesar de la variedad de reglamentos de arbitraje que pue­
den regir el procedimiento en un arbitraje de inversión, lo cierto 
es que un reglamento puede estar diseñado para ser utilizado ex­
clusivamente en arbitrajes de inversión; ese es el caso del el Re­
glamento del CIAD!. Por ello podría aseverarse que, si bien todo 
arbitraje CIADI es de inversión, no todo arbitraje de inversión es 
CIADI40. 

3. EL ARBITRAJE DE INVERSIÓN Y LA LEY 1563 DE 2012 

Habiendo trazado una distinción general entre los arbitrajes 
comerciales internacionales y los arbitrajes de inversión, cabe pre­
guntarse si un arbitraje de inversión puede estar sujeto a la Ley 
1563 de 2012. El punto de partida para la respuesta a dicho inte­
rrogante debe ser, naturalmente, el artículo 62 del nuevo Estatuto 
de Arbitraje Internacional, de conformidad con el cual las normas 

39. Acuerdo Bilateml pam la Promoción y Protección de Inversiones Colombia - Reino Unido, 19 de mayo 
de 2009. artículo IX. Es preciso tener en cuenta que este tmtado no habia entrodo en vigencia a la fecha 
de presentación de este articulo. 

40. Paro una descripción general del procedimiento en un arbitmje CIADI. véase: Doul:R, RUOOLF & 
SCIIRtUl:R, Christoph, Principies o/llfIemotionol hll'estmem Lall', Oxford Univcrsity Prcss, 2008, pp. 
257, ss. 
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de la ley aplican únicamente a arbitrajes internacionales cuya sede 
se encuentre en el país, salvo por algunas disposiciones que con­
ciernen la ejecución en Colombia de laudos extranjeros y de me­
didas cautelares dictadas por tribunales cuya sede se encuentra 
fuera del país, entre otros asuntos". 

Si el elemento definitorio de la aplicación de la Ley 1563 de 
2012 es la sede del tribunal, entonces habría que reformular el in­
terrogante objeto de estudio, en los siguientes términos: ¿puede 
un tribunal arbitral de inversión tener sede en Colombia? La res­
puesta ha de ser afirmativa. Arbitraje de inversión no es sinónimo 
de arbitraje des/ocalizado o arbitraje sin sede. Por ejemplo, si un TBl 
prevé que una controversia entre un inversionista extranjero yel 
Estado receptor de la inversión puede someterse a arbitraje bajo 
el Reglamento de Arbitraje de la CCI, ese arbitraje tendría su sede 
en el territorio de un Estado; en consecuencia, el laudo resultante 
podría ser anulado por los jueces competentes de la sede y reque­
riría de exequátur para ser ejecutado fuera del país donde está lo­
calizada la sede·2• 

Existe, sin embargo, una excepción de gran importancia prác­
tica. El artículo 53(1) de la Convención de Washington de 1965 
dispone: 

El laudo será obligatorio para las partes y no podrá ser objeto de ape­
lación ni de cualquier otro recurso, excepto en los casos previstos en 
este Convenio. ÚlS partes 10 acatarán y Cltmplirán en todos sus tér­
minos, salvo en la medida en que se suspenda su ejecuciól¡, de 
acuerdo COI' 10 establecido en las correspondientes cláusulas de este 
Convenio·3• 

41. Véase: Ley 1563. 12 de julio de 2012, articulo 62, incisos I & 2. 
42. El autor ya ha tenido oportunidad de analizar detalladamente el concepto de ,''óede y sus consecuencias 

sobre la "nacionalidad" del laudo arbitml. Véase: Eduardo ZULETA & Alberto ZUU:TA, "La relevancia 
de la llamada "nocionalidad de la sentencia arbitml" en la Convención de Nueva York", en Rc\'i.fla 
ECllutariulJQ de Arhitraje, Cevallos Edilom Jurídica, 2010, pp. 323-352. 

43. Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros 
Estados, 18 de marzo de 1965. articulo 53.1. 
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En relación con esta disposición, se ha explicado que: 

La Convención prevé una serie de procedimientos de impugnación 
y revisión en los artículos 49(2) (complementación y rectificación), 
50 (interpretación), 51 (revisión) y 52 (anulación). El sistema de 
revisión bajo la COIlvención es autocontenido y 110 admite ninguna 
forma de revisión externa. Este principio también se extiende a la 
etapa de reconocimiento y ejecución de los laudos CIAD!. Una corte 
o autoridad doméstica ante la cual se persiga el reconocimiento y 
ejecución está limitada a la determinación de la autenticidad del 
laudo. No puede reexaminar la jurisdicción del triblmal. No puede 
reexaminar el laudo en cuanto al fondo. Tampoco puede examinar 
la justicia y propiedad del procedimiento [surtido] ante el tribunal 
Ciadi44• 

No sobra añadir que existen dos tipos de arbitrajes CIADI. 
El primer grupo corresponde a los arbitrajes que se encuentran 
cobijados por la Convención de Washington de 1965, caso en el 
cual el laudo no está sujeto a recurso alguno ante cualquier corte 
nacional. Se trata de lo que algunos autores llaman un arbitraje 
sin sede que da lugar a un laudo anacional. En el segundo grupo 
están los arbitrajes que, si bien no están cobijados por la Conven­
ción, se someten al Reglamento del CIAD! y son administrados 
por el Centro, de conformidad con el Mecanismo Complementa­
rio de 1978. En esta última hipótesis, el arbitraje sí tiene una sede 
y laudo que resulte del proceso puede estar sujeto a anulación y 
requiere de exequátur para ser ejecutado fuera de la sede4s• 

Ahora bien, es preciso agregar que el hecho de que las au­
diencias de un arbitraje de inversión tengan lugar en Colombia, 
no significa que la sede del tribunal se encuentre en el país; la 

44. Traducción libre. EltClI;lO original en inglés dice: "[l]hc Convcnlion provides ror a numbcrofremet.lies 
nnd review procedures in Am. 49(2) (supplcmcnlnlion and rcclificnlion), 50 (inlcrprelalion), 51 (revi­
sion) 3nd 52 (nnnulmcnl). Thc systcm or rcvicw under Ihe Convention is sclr-contained and docs nol 
pcnnit any external revicw. This principie also extends lo slage of recognilion and cnforccment of 
ICSID awards. A domcstie court or aUlhority before which rccognilion and enforeernent is soughl is 
rcstricted lo asceT1aining the award's authenticity.1t may nol re-examine the ICSID tribunal'sjurisdic­
tion. It may nol re-examine Ihe award on Ihe mcrits. Nor may il examine the fairncss and propriety or 
cbe pfOC1.'Cdings befare Ihe lCSJO tribunn'''. Schreucr, ChriSfoph, 171!! ICSID Connmlion. A Commen­
tar)'. Cambridge Univcrsily Prcss, 2009, p, 1139. 

45. Sobre este punto. vcase: SCIIREUER. Christoph. rIle ICSID CUtJ\'CIll;Oll. A Commentar)', Cambridge 
UnivcrsilY Press, 2009. p. 1139. 
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sede es un concepto jurídico antes que físico. En ese sentido, se ha 
explicado con acierto: 

La distinción entre el lugar o "sede" del arbitraje y la locación [física] 
de los procedimientos o de la deliberación es trillada. Algullos par­
ticipantes inexpertos en arbitraje intemacional podrían estar ini­
cialmente confundidos (y algunos más experimentados, pretender 
estar confundidos) acerca del hecho de que e/lugar o "sede" arbitral 
110 es el lugar físico sino el vínCIIlo, la "vinculación" o factor de co­
nexión a UII sistema procesal determinado o lex arbitri del Estado 
donde está situada la "sede". Es también un principio aceptado que, 
por conveniencia u otras raZOlles, las audiencias y deliberaciones 
pueden tener lugar en un lugar diferente a la "sede" del arbitraje~6. 

Así, por ejemplo, en un arbitraje CIAD! cobijado por la Con­
vención de Washington de 1965, las audiencias podrían tener 
lugar en Bogotá; más aún, existe un convenio para el efecto entre 
la Cámara de Comercio de Bogotá y el CIADI<7. A pesar de ello, 
en tales casos, no podría considerarse que por esa circunstancia 
el arbitraje tiene sede en el país. 

Finalmente, la Ley 1563 de 2012 aplicaría al recurso de anu­
lación de laudos en arbitrajes de inversión que tengan corno sede 
a Colombia, y al reconocimiento y ejecución de laudos proferidos 
en arbitrajes de inversión diferentes de aquellos que se profieran 
por tribunales CIADI al amparo de la Convención de Washington 
de 1965. 

46. Traducción libre. El texto original en ingles dice: "lt1hc distinction betwcen the place or 'seat' of ;u­
bitration and thc actuallocation ofthc proceedings or delibcration is a trite one . Sorne participants in­
expcricllCcd in inlcmational arbitration mighl initially be confuscd (3nd sorne more expcricncctl 
somctimes prelcnd to be confused) ubout lhe fael that Ihe place or 'seu1' ofarbilrnlion is not the physiclll 
localion bUllhe link. the 'rcllachement' or connecling factor lo a given proccdural arder or '(ex arbitri' 
oflhe Slnle where Ihe 'sea!' is situnled. lt is ulso an accepled principie Ihat, for convenience or other 
rcasons, hellrings nnd deliberations may be held elsewherc than al the 'seat' ofnrbitralion". A. Crivc­
raIJo, "The Place or 'Seal' of Arbitration (Possibility, amUor Sornelirnes Ncccssily ofils Transfer?) 
Sorne Remnrks on the Award in ICC Arbitration No. 10'623, en ASA B"II<:I;II, No. 21, marzo de 2003, 
p. 112. 

47. Vense: Cñrnara de Comercio de Bogotá. ML'mhrcsías J' Connmt'os. Disponible en Web: 
hUp:llwww.C3cccb.org.cofconlenidofcontcnido.aspx·!caUO- l55&conlD.:=5l0. (Consulta 15 de sep· 
tiembre de 2012). 
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4. CONCLUSIÓN 

Este artículo ha buscado analizar la relación existente entre 
el nuevo Estatuto de Arbitraje Internacional, aprobado mediante 
la Ley 1563 de 2012, y el arbitraje de inversión. Con tal fin se ha 
comenzado por establecer las principales diferencias entre los ar­
bitrajes comerciales y los de inversión. Como el lector acucioso 
habrá notado, al enunciar las características de dichas categorías, 
se ha evitado utilizar un lenguaje tajante. 

La razón es que se trata de características y diferencias que 
se presentan usualmente, pero no en todos los casos; de hecho, la 
distinción entre ambos tipos de arbitraje debe visualizarse, más 
que como una división entre blanco y negro, como una escala de 
grises. En un extremo de dicha escala se ubicarían los arbitrajes 
que claramente son arbitrajes de inversión; piénsese, por ejemplo, 
en un arbitraje CIADI entre un Estado y un inversionista extran­
jero, por la violación de un TBI y en que el tribunal debe decidir 
la controversia conforme al derecho internacional público. En el 
otro extremo se situarían los arbitrajes que claramente son arbi­
trajes comerciales internacionales, como lo sería un arbitraje bajo el 
Reglamento de Arbitraje CCI, entre dos particulares y por el in­
cumplimiento de un contrato comercial. En el medio aparecerían 
otros arbitrajes que tienen elementos de ambas categorías, que en 
ocasiones son difíciles de situar y dan lugar a complejas discu­
siones sobre la competencia del tribunal. 

Habiendo establecido en estos términos los criterios de dife­
renciación entre los arbitrajes comerciales internacionales y los 
arbitrajes de inversión, podemos concluir que la Ley 1563 de 2012 
no aplica a los arbitrajes de inversión CIADI que se adelanten al 
amparo de la Convención de Washington de 1965, aunque las au­
diencias del arbitraje correspondiente se celebren en Colombia. 
Tampoco aplica al reconocimiento y ejecución de laudos proferi­
dos en arbitrajes CIADI al amparo de la citada Convención. 
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Se aplica, por el contrario, a los arbitrajes CIAD! adelantados 
al amparo del Mecanismo Complementario de 1978, cuando tales 
arbitrajes tengan sede en Colombia, y al reconocimiento y ejecu­
ción de laudos proferidos fuera de Colombia bajo el referido me­
canismo complementario. 

Finalmente, la Ley 1563 de 2012 se aplica a todos los demás 
arbitrajes de inversión que tengan una sede ubicada en el territo­
rio nacional colombiano (v.gr., arbitrajes de inversión bajo el Re­
glamento de Arbitraje CCI o bajo las Reglas de Arbitraje de la 
CNUDMI) y al reconocimiento y ejecución de laudos proferidos 
fuera de Colombia bajo cualesquiera reglas de arbitraje, con ex­
cepción, se reitera, de los laudos proferidos en arbitrajes CIADI 
al amparo de la Convención de Washington de 1965. 
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